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Con apoyo en el artículo 552 del C.G. del P, se decidirán de plano las 

objeciones formuladas por el BANCO BBVA COLOMBIA S.A., dentro del 

trámite de negociación de deudas que adelanta JOGE DANIEL AGUILAR 

GARCÍA, para lo cual se considera:  

 

1. Las objeciones en este asunto, fueron enfiladas bajo dos vertientes 

argumentales, ambas en relación a las acreencias quirografarias en favor de 

los señores HÉCTOR FABIO DÍAZ, VIVIANA ANDREA AGUILAR y OMAR 

RICARDO ORJUELA; la primera, en tanto que, según se dice, ha operado el 

fenómeno de la prescripción, puesto que, si las obligaciones tienen como fecha 

de vencimiento el 16 de noviembre de 2018, 16 de mayo de 2019, y 13 de 

noviembre de 2018, significa ello que el citado fenómeno se consumó el mismo 

día y mes pero de los años 2021, 2022, y 2021, respectivamente, sin que se 

perciba ningún hecho que lleve a pensar que se ha interrumpido el término que 

transcurrió para el efecto; y, la segunda, la cual recae sobre su naturaleza y 

cuantía, puesto que se “desconocen las condiciones de modo, tiempo y lugar 

en que se concedieron los supuestos créditos”, amén que, al no asistir dichos 

acreedores a las audiencias “no fue posible obtener manifestaciones” que 

informaran de tales circunstancias, pero, más allá de eso, y toda vez que se 

niega su existencia, no solo respecto del título valor sino igualmente sobre el 

negocio subyacente, es cuestión que traslada la carga probatoria en los 

acreedores, quienes, entonces, deben proceder de conformidad demostrando 

la procedencia del dinero y la capacidad económica para otorgar préstamos 

semejantes.  

 

2. De cara a resolver lo implorado al respecto, sea menester destacar que, por 

cuenta de lo normado en el numeral 1º del artículo 550 del C.G. del P., las 

objeciones han de versar sobre “la existencia, naturaleza y cuantía de las 

obligaciones relacionadas por parte del deudor y si tienen dudas o discrepancias 

con relación a las propias o (…) de otras”.  



En tal sentido, se invocó en este asunto bajo dicha categoría, la prescripción, 

institución por medio de la cual, como se tiene sabido, se crean o extinguen 

derechos por el mero paso del tiempo. En este evento, sin duda que se ha enfilado 

bajo ese segundo enfoque -extintivo-; sin embargo, sea del caso verificar si su 

alegación por parte de un acreedor, y dirigida a obligaciones diferentes a aquellas 

constituidas en su favor, tiene la vocación de abrirse paso, esto último, en 

contraste a lo establecido en el mencionado artículo 550 numeral 1º ejusdem. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 2513 inciso del Código Civil, el “que 

quiera aprovecharse de la prescripción debe alegarla”; lo anterior puesto que “el 

juez no puede declararla de oficio”, es más, a partir de la adición hecha a esa 

norma a manos de la Ley 791 de 2002, puede hacerlo el propio prescribiente, sus 

acreedores, o cualquier persona que tenga interés en que sea declarada, 

condición que cumple efectivamente el BBVA S.A., dada su calidad de titular de 

una de las obligaciones relacionadas en el presente trámite, y que, por lo menos 

en principio, deja ver que sí se encuentra facultada para proponer dicho fenómeno 

extintivo.  

 

Ahora bien, en este asunto, fue el propio señor JORGE DANIEL AGUILAR, 

quien, el 21 de julio de 2021, al presentar su solicitud de negociación de 

deudas, relacionó como acreedores a HÉCTOR FABIO DÍAZ, VIVIANA 

ANDREA AGULAR y OMAR RICARDO ORJUELA, por créditos en su favor en 

cuantías de $23.000.000, $11.000.000, y $18.000.000, respectivamente, en 

cuyo trámite se aportaron los títulos valores que les dieron sustento1. 

 

En lo que respecta a las obligaciones allí contenidas, no cabe duda de su 

existencia, pues se tratan los citados títulos valores, de “documentos 

necesarios para legitimar el derecho literal y autónomo que en ellos se 

incorpora”2, de ahí que, para su ejercicio cambiario se hayan exhibido y 

allegado a la actuación, en acatamiento a la ordenanza del artículo 624 de la 

misma obra; luego, partiendo de esa premisa, y como quiera que, en contraste, 

para el momento en que se presentaron dichos créditos en la solicitud de 

insolvencia, no existía ninguna causa que invalidara su cobro, mal podría 

acogerse la tesis según la cual se encuentran extintas, menos aún por el 

fenómeno extintivo de la prescripción, si es lo cierto que, como se destacó 

párrafos atrás, no ha sido declarada por el correspondiente funcionario judicial, 

aspecto necesario para entender surtidos los efectos que con ello se 

persiguen.  

 

                                                           
1 Doc. “01DemandaAnexos”, folios 136 a 140. 
2 Código de Comercio. Artículo 619. 



Así las cosas, y no obstante que, dado lo establecido en el artículo 2513 del 

Código Civil, cualquier acreedor se encuentra legitimado para formular la 

prescripción adquisitiva o extintiva, de acuerdo al interés que le asista, incluso 

si ha sido objeto de renuncia, no logra ser este el escenario propicio para ello 

si, por un lado, el mecanismo de objeción, como se ha explicado, solo resulta 

viable en tanto que apareje que determinada obligación ha dejado de tener 

vigencia, ya sea a modo de extinción, invalidez, o cualquier otra de la que 

devenga una circunstancia tal, o que, nunca haya nacido a la vida jurídica, y si 

por su parte, el censor no demostró el acaecimiento de ninguna de aquellas 

para cuando se presentaron tales créditos, no puede tener acogida una postura 

de ese orden, pues para ese fin, ha de insistirse, y para los efectos del 

fenómeno invocado, era menester su previa declaración; y, de otro, porque, si 

eventualmente pudo haber transcurrido el término prescriptivo, fue el propio 

deudor quien las trajo a colación, no solo desistiendo de invocar dicho 

fenómeno, a modo de renuncia, sino para proceder a su reconocimiento y 

pago, realidad incontestable de la que devienen exigibles, así sea de cara al 

trámite de negociación, esto es, no se trata de aquella conducta omisiva que 

sanciona la citada figura de prescripción, que por ende, contrasta en 

detrimento del interés del acreedor que perseguía su exclusión. En 

consecuencia, se desestimará la presente censura.  

 

3. En cuanto a la segunda objeción, dirigida a las obligaciones restantes del 

mismo acreedor, se recuerda de entrada que, para la postulación de las 

obligaciones que integran el pasivo del concursado y son presentadas por éste, 

“(…) bastará [su] declaración (…) la cual se entenderá prestada bajo la 

gravedad del juramento” (art. 538 C.G. del P). De suyo, el legislador dotó dicha 

declaración con la certeza proveniente de la buena fe (art. 83, Const. Pol), por 

lo cual se le requiere “[u]na relación completa y actualizada de todos los 

acreedores, en el orden de prelación de créditos que señalan los artículos 2488 

y siguientes del Código Civil, indicando nombre, domicilio y dirección de cada 

uno de ellos, dirección de correo electrónico, cuantía, diferenciando capital e 

intereses, y naturaleza de los créditos, tasas de interés, documentos en que 

consten, fecha de otorgamiento del crédito y vencimiento, nombre, domicilio y 

dirección de la oficina o lugar de habitación de los codeudores, fiadores o 

avalistas. En caso de no conocer alguna información, el deudor deberá 

expresarlo” (num. 3, art. 539. CG del P).  

 

Al fin de cuentas, “[l]a información de la solicitud del trámite de negociación de 

deudas y las declaraciones hechas por el deudor en cumplimiento de lo 

dispuesto en este artículo, se entenderán rendidas bajo la gravedad del 



juramento y en la solicitud deberá incluirse expresamente la manifestación de 

que no se ha incurrido en omisiones, imprecisiones o errores que impidan 

conocer su verdadera situación económica y su capacidad de pago” (Par. 1ª, 

art. 539, ib); y, ese juramento, valga recordar “(…) tendrá el valor que la ley le 

asigne” (art. 207, C.G. del P.).  

 

Así, se insiste en que, al formularse la solicitud de acogimiento al trámite de 

negociación, el concursado declaró, con apego a tales normas, la existencia de 

dichas acreencia, finalmente recogidas en títulos valores que hacen prueba de 

la existencia de derechos crediticios de tal orden, los que, en consecuencia, 

son suficientes para su debida demostración, al tenor del citado artículo 619 

del Código de Comercio.  

 

Ahora, no sobra señalar que la prueba de las acreencias no está tarifada en el 

ordenamiento jurídico colombiano, incluso, el legislador acepta, para el proceso 

de reorganización de persona natural no comerciante, que su existencia se 

pruebe a partir de la declaración del deudor bajo la gravedad del juramento, 

por manera que una objeción tendiente a excluir alguno de los créditos por éste 

declarados, impone la carga de prueba en el objetante, y, en este caso, el 

BANCO BBVA COLOMBIA S.A., más allá de las conjeturas que esgrimió sobre 

la eventual duda de un negocio causal que justificara el otorgamiento de los 

referidos títulos o de la capacidad económica de los acreedores, no hizo acopio 

de ningún medio probatorio con ese fin, y como quiera que, cualquier decisión 

judicial exige contundencia y suficiencia demostrativa que efectivamente 

conduzca a tener por demostrados determinados hechos, lo anterior, al tenor 

de lo normado en el artículo 164 del C.G., del P.3, es lo cierto que, para el caso 

en particular, no se desplego ninguna actividad probatoria que conlleve a la 

conclusión de inexistencia que sugiere, y bajo ese escenario, que aquellas 

deudas que no hayan nacido a la vida jurídica, o que resulten afectadas por 

ineficacia de cualquier naturaleza.    

 

3. En el antedicho orden de ideas, ambas objeciones serán desestimadas, 

como así se declarará.  

 

Por lo anterior, se DISPONE:  

 

1. DECLARAR infundadas las objeciones propuestas por el BANCO BBVA 

COLOMBIA S.A., conforme a lo argumentado en la parte motiva de esta 

providencia. 

                                                           
3 Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. 



 

2.  ORDENAR la remisión del expediente, junto con la presente decisión, al 

Centro de Conciliación correspondiente, a fin de que continúe el trámite de 

negociación de deudas del concursado. Ofíciese.  

 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

HERNANDO GONZÁLEZ RUEDA 
Juez  
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